
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
COMPETENCIA / TUTELAS CONTRA ENTIDADES DEL ORDEN NACIONAL / CORRESPONDEN A LOS JUECES DE CIRCUITO / CONTRA EL FUNCIONARIO, COMPETE A LOS TRIBUNALES SUPERIORES O ADMINISTRATIVOS / CASO: PRESIDENCIA – PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA.
… advierte esta Sala que no podrá asumirse su conocimiento, por cuanto una de las autoridades contra las cuales se dirige es del orden nacional y el Decreto 1983 de 2017, por medio del cual se reglamentó el reparto de la acción de tutela, dispone:

“Artículo 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:

2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría.”
Sin que deba confundirse con la competencia que está reservada a los Tribunales cuando la demanda se dirige contra los específicos funcionarios que señala el numeral 3° del citado canon:

“3. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la Republica… serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos.” (…)
Situación que recientemente ha sido aclarada por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia  cuando al recibir en segunda instancia una acción de tutela, de la que en primera instancia conoció esta Sala, declaró la nulidad de lo actuado en esta sede, en consideración a que el amparo estaba dirigido contra la Procuraduría General de la Nación y no contra el Procurador General de la Nación.
De ahí que, el presente asunto se dirige contra el Departamento Administrativo de la Presidencia de la Republica, no contra el Presidente de la República, quien sería la autoridad frente a la cual tendría competencia esta Corporación para conocer del amparo. El Presidente de la República y la Presidencia de la República no son la misma persona. De hecho, el primero es una autoridad, la máxima administrativa de la rama ejecutiva; la segunda es un Departamento Administrativo, entidad del orden nacional perteneciente también a la rama ejecutiva.
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Se decide lo pertinente, dentro de la presente acción de tutela instaurada por el señor CARLOS ENRIQUE RUIZ ALVAREZ, contra el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, el GOBERNADOR DEL DEPARTAMENTO DE RISARALDA y la ALCALDIA MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS.

Solicitó el amparo de los derechos fundamentales a la vida, dignidad humana, salud, seguridad social y mínimo vital, y en consecuencia pide “… Le ruego me ampare el derecho que tengo, junto con mi núcleo familiar, a contar con los alimentos necesarios para garantizar la subsistencia de la suscrita y de mi núcleo familiar mientras dura el aislamiento obligatorio dispuesto por el Gobierno Nacional”. 

La demanda fue repartida inicialmente al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas que por auto del 2 de junio último, consideró que no era competente para conocerla, en razón a que una de las accionadas es la PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, por lo que dispuso su envío para que fuera repartida entre los Magistrados de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de este Distrito.

No obstante, repartido el amparo, advierte esta Sala que no podrá asumirse su conocimiento, por cuanto una de las autoridades contra las cuales se dirige es del orden nacional y el Decreto 1983 de 2017, por medio del cual se reglamentó el reparto de la acción de tutela, dispone:

“ARTÍCULO 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:

2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría.”
Sin que deba confundirse con la competencia que está reservada a los Tribunales cuando la demanda se dirige contra los específicos funcionarios que señala el numeral 3° del citado canon:

“3. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la Republica, del Contralor General de la Republica, del Procurador General de la Nación, del Fiscal General de la Nación, del Registrador Nacional del Estado Civil, del Defensor del Pueblo, del Auditor General de la Republica, del Contador General de la Nación y del Consejo Nacional Electoral serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos.” (subrayas de esta Sala)
Situación que recientemente ha sido aclarada por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 cuando al recibir en segunda instancia una acción de tutela, de la que en primera instancia conoció esta Sala, declaró la nulidad de lo actuado en esta sede, en consideración a que el amparo estaba dirigido contra la Procuraduría General de la Nación y no contra el Procurador General de la Nación. Allí señaló:

“Se resalta, aun cuando el numeral 3° ídem, indica las atribuciones de los tribunales para conocer de súplicas tutelares incoadas frente a los actos del Procurador General de la Nación, entre otros, lo discutido en el amparo de la referencia en nada involucra la gestión de ese funcionario.

Esta Corporación, en un asunto asimilable, recientemente advirtió: 

“(…) Es menester señalar, el numeral 3º del citado canon precisa que concierne a los tribunales tramitar las salvaguardas en donde se cuestionen las “(…) actuaciones (…) del Registrador Nacional del Estado Civil (…)”; sin embargo, en el presente decurso no se ataca acción u omisión alguna de esa autoridad (…)
”.
De ahí que, el presente asunto se dirige contra el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, no contra el PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, quien sería la autoridad frente a la cual tendría competencia esta Corporación para conocer del amparo. El Presidente de la República y la Presidencia de la República no son la misma persona. De hecho, el primero es una autoridad, la máxima administrativa de la rama ejecutiva; la segunda es un Departamento Administrativo, entidad del orden nacional perteneciente también a la rama ejecutiva.
Para reafirmar las razones que se están exponiendo, vale la pena destacar, lo que ya desde antaño viene explicando la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, y que recientemente reitera
:

“1.
De la atribución de competencia en materia de amparo constitucional.
No obstante ser la tutela un mecanismo preferente y sumario, no es ajena –como no lo es ninguna acción judicial– a las reglas del debido proceso, por lo que su conocimiento debe corresponder al juez que se encuentre legalmente facultado para resolverla, dado que, como lo ha explicado la jurisprudencia, en su trámite «se deben satisfacer ciertos presupuestos básicos del juicio como son, entre otros, la capacidad de las partes, la competencia y la debida integración de la causa pasiva» (CC A-257/96).

El factor de competencia de la acción de tutela se encuentra previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, sin embargo, esa disposición solo se ocupó de la «preventiva y territorial», mientras que el artículo 1 del Decreto 1983 de 2017 regula el «factor funcional» en dicha materia, asignando el conocimiento de los asuntos entre los diferentes funcionarios judiciales y corporaciones, dependiendo de diferentes aspectos, tales como el nivel de la autoridad o calidad del funcionario demandado.

El incumplimiento de dichos criterios se erige como una causal de nulidad, según se prevé en el numeral 1 del artículo 133 del Código General del Proceso, que en armonía con el 138 ídem, implica que «lo actuado conservará su validez y el proceso se enviará de inmediato al juez competente; pero si se hubiere dictado sentencia, esta se invalidará».

2.
Definición de competencia.

Al revisar el libelo introductor, advierte la Corte que allí no se endilga ningún reproche puntual frente alguno de los funcionarios que, en forma expresa, enlista el numeral 3º del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015 (modificado por el Decreto 1983 de 2017
), sino que, concretamente, se dirige contra la Unidad Nacional de Protección, aludiendo de manera genérica al Ministerio del Interior, en tanto que la referida entidad está adscrita a la cartera ministerial, y a la Fiscalía General de la Nación.
Entonces, bajo esa perspectiva, y considerando el factor funcional antes mencionado, el conocimiento de una tutela contra entidades, autoridades u organismos del orden nacional radica en los jueces del circuito, al tenor de lo previsto en el numeral 2° del artículo 1° del Decreto 1983 de 2017, el cual dispone que: «[l]as acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría». Resaltado fuera del texto.

De suerte que, conforme se extrae de la normativa en cita, resulta indudable que el primer grado de la presente acción constitucional no correspondía tramitarlo al tribunal sino a los jueces del circuito del distrito judicial de Cúcuta.” (Los subrayados y las negrillas están en el texto original)  

De modo que, siguiendo las directrices de la norma transcrita y, cambiando lo que hay que cambiar, de la jurisprudencia traída a colación y teniendo presente que la acción involucra una autoridad del orden nacional, la competencia en este caso, como se explicó, es de los Jueces con categoría de Circuito y no de esta Corporación. 
Es importante aclarar, que con lo expresado anteriormente, la Sala no desconoce el contenido del Auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional –el cual impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata-, sino que respetuosamente se aparta de las consideraciones allí dispuestas, para acogerse a la postura interpretativa que frente al tema de la competencia de los jueces para conocer de acciones de tutela tiene sentada el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria
.
Se declarará, pues, que esta Sala carece de competencia para asumir el conocimiento del presente asunto y conforme a ello, se ordenará su devolución al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, a quien inicialmente le fue repartido.
DECISIÓN

Primero: En armonía con lo discurrido, esta Sala Unitaria Civil-Familia, DECLARA LA FALTA DE COMPETENCIA para conocer de la acción de tutela formulada por el señor CARLOS ENRIQUE RUIZ ALVAREZ, contra el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, el GOBERNADOR DEL DEPARTAMENTO DE RISARALDA y la ALCALDIA MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS.   
Segundo: Enviar la presente actuación al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, para lo de su competencia.

Tercero: Notifíquese esta decisión al accionante, señor CARLOS ENRIQUE RUIZ ALVAREZ, por el medio más eficaz, bien sea al correo electrónico: carlosruiz5824@gmail.com; o vía telefónica al celular 3105328709.

Notifíquese 

El Magistrado,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA, Magistrado ponente, ATC1275-2018, Radicación N° 66001-22-13-000-2018-00210-01, Bogotá, D. C., veintiuno (21) de junio de dos mil dieciocho (2018)


� CSJ. ATC aprobado en Sala de 21 de marzo de 2018, Rad. 50001-22-13-000-2018-00031-01, reiterado el 5 de abril de 2018 en ATC780, exp. 11001-22-03-000-2018-00446-01


� CSJ, SCC. Auto del 27 de abril del 2020 Rad. E-54001-22-13-000-2020-00040-01 M.P. Luis Alonso Rico Puerta. 


� «3. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la Republica, del Contralor General de la Republica, del Procurador General de la Nación, del Fiscal General de la Nación, del Registrador Nacional del Estado Civil, del Defensor del Pueblo, del Auditor General de la Republica, del Contador General de la Nación y del Consejo Nacional Electoral serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos».


� Ver por ejemplo Autos ATC298-2018, 31 enero, rad. 2017-00314-01 y ATC512-2018, 22 febrero, rad. 2018-00001-01. Auto del 15 de febrero del 2018, proferido en la acción de tutela con radicado 66001-22-13-000-2017-01316-01 M.ª. AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO ATC472-2018, en el que se estimó que un Juzgado de categoría de Circuito de este municipio y no esta colegiatura, debió tramitar en primera instancia una acción dirigida contra una autoridad del orden nacional.
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